Poder Judicial de la Nación


“Rotográfica Argentina S.A. s/ quiebra c/ Llenas y Cía. S.A. s/ ordinario”.

59176/08      Juz. Com. 10 Sec. 20            14-13-15

En Buenos Aires, a los 13 días del mes de abril del año dos mil once reunidos los Señores Jueces de Cámara en la Sala de Acuerdos, fueron traídos para conocer los autos seguidos por: “ROROGRAFICA ARGENTINA S.A. C/ LLENAS Y CIA. S.A. S/ ORDINARIO”, en los que según el sorteo practicado votan sucesivamente los jueces Bindo B. Caviglione Fraga, Angel O. Sala y Miguel F. Bargalló.



    Estudiados los autos, la Cámara plantea la siguiente cuestión a resolver:

¿Es arreglada a derecho la sentencia apelada de fs. 286/321?

El Señor Juez de Cámara Doctor Bindo B. Caviglione Fraga dice:

I- La sentencia de fs. 286/321 hizo lugar a la acción de responsabilidad concursal promovida por el síndico de la quiebra de Rotográfica Argentina S.A. contra Llenas y Cía. S.A. y, en su mérito, condenó a ésta a abonar a la actora la suma de $334.860,30 con más sus respectivos intereses calculados desde la fecha en que fue notificada la rescisión del contrato de gerenciamiento -29/9/97- hasta la fecha en que fuera presentado el concurso preventivo de la demandada (hoy en quiebra) a la tasa que cobra el Banco de la Nación Argentina para sus operaciones de descuento a treinta días.

Para resolver en el sentido indicado el magistrado a quo, luego de efectuar un análisis del artículo 173 de la ley 24.522, señaló que corresponde examinar si el accionar de la demandada derivó en una disminución de la responsabilidad patrimonial o producción de la insolvencia de Rotográfica Argentina S.A. a través de la disminución de su activo o la exageración de su pasivo. Al respecto, sostuvo que si bien la situación económica-financiera de la hoy fallida fue complicada antes de la suscripción del convenio de gestión con la empresa Llenas y Cía. S.A., el hecho de que esta última haya rescindido dicho contrato sin la inmediata devolución de la totalidad de los bienes de propiedad de la actora debe considerarse una de las conductas básicas que enumera el artículo 173 de la ley de concursos; pues la posibilidad de pago de Rotográfica Argentina S.A. se redujo notablemente al no contar con los elementos necesarios para reestablecer su actividad. Asimismo, consideró que la omisión de Llenas y Cía. S.A. de rendir cuentas  sobre la gestión del patrimonio de la actora también acrecentó el resultado dañoso en tanto esta última se vio imposibilitada  de conocer su estado financiero. Expuso, así, que estaba acreditada la relación causal, la conducta antijurídica en el obrar de la demandada  y que ésta debe ser susceptible de ser calificada como dolosa.  En ese orden, señaló que toda vez que no fue carga de la actora trasladar tales bienes y que el obrar omisivo de Llenas y Cía. S.A. excedió el plano de la simple desidia en tanto ella debió prever las consecuencias derivadas de su obrar; tales conductas ingresaron en la órbita del dolo eventual y, en consecuencia, resultó alcanzada por lo previsto en el artículo 173, segundo párrafo de la ley 24.522. 

Por último, analizó la cuantía del resarcimiento. En cuanto a las operaciones llevadas a cabo en el marco del convenio de gerenciamiento, las fijó en $141.728 con base en los estados contables de Llenas y Cía S.A. que fueron oportunamente entregados al síndico de Rotográfica Argentina S.A. En lo tocante al valor de los bienes, estimó que en virtud de que fueron adulterados, la suma que debe determinarse por este rubro ascendió a lo obtenido en la subasta pública realizada en la quiebra de Llenas y Cía S.A. el 25.09.07, esto es a, $173.365 con más una suma de $19.767,30 en concepto de IVA.

II- Apeló la demandada. Su expresión de agravios obra en fs. 389/392, que mereció la réplica de la contraparte en fs. 402/406.

La recurrente señala que era la actora, propietaria de las maquinarias ubicadas en el establecimiento de Llenas y Cía. S.A., quien debió arbitrar los medios para desmontarlos, trasladarlos e instalarlos en su establecimiento. Agrega que, aun en el supuesto de considerarse que recaía sobre su parte la restitución de tales bienes, no existió una conducta dolosa susceptible de atribución de responsabilidad. Se agravia, además, porque el a quo consideró que existió “dolo eventual” y señala que, en su caso, pudo haber existido una actividad negligente  o imprudente pero nunca tuvo la intención de producir un daño.

III- La Sra. Fiscal de Cámara, en su dictamen de fs. 412/414 propuso que corresponde confirmar la sentencia de primera instancia.

IV- En primer término, cabe comenzar por señalar que la argumentación desarrollada en el escrito de expresión de agravios no contiene –en rigor- una crítica concreta y razonada de las apreciaciones que dan sustento al pronunciamiento atacado por lo que, en principio, no se encuentra satisfecha la carga impuesta por el artículo 265 del Código Procesal. Véase que el recurrente no rebatió el argumento central que tuvo en cuenta al sentenciante de grado para fallar del modo en que lo hizo, esto es, que existió una conducta dolosa del demandado en ocultar determinados activos a cobrar por parte de la sociedad al momento de decretarse su quiebra. 

Sin embargo, en tanto la presentación en cuestión contiene –aunque deficiente- un mínimo de desarrollo argumental, se procederá a su consideración.

En efecto, en relación con el agravio de la demandada, quien señaló que era obligación de Rotográfica Argentina S.A. retirar los bienes de su propiedad que  fueron trasladados a la planta industrial de Llenas y Cía. S.A., cabe señalar que no fue acreditado que la primera haya incumplido con las obligaciones derivadas del contrato de gestión sino, antes bien, existió una rescisión del contrato por parte de la demandada efectuada el 29.9.97, con la consecuente obligación de restituir las cosas al estado anterior (aquí, devolver los bienes de propiedad de la actora y rendir cuentas de su gestión).

Véase, además, que según resulta de la “carta de intención, contrato de gestión” adjuntado en fs. 2282/2285 se advierte que: “…los equipos de Rotográfica Argentina S.A. serán trasladados a la planta Llenas y Cía S.A. y serán dados en comodato a ésta e instalados a partir de la firma del presente, procurando no entorpecer el procedimiento…”. Es decir, que cesado dicho contrato de acuerdo con lo expuesto precedentemente y de conformidad con lo que establece el artículo 2271 del Código Civil al celebrarse un contrato de comodato la obligación de devolver la cosa al comodante recae sobre el comodatario. Así es que Belluscio en su obra “Código Civil y leyes complementarias, comentado, anotado y concordado”, señala que si bien en la definición de dicho contrato que dispone el artículo 2255 no se ha incluido como elemento fundamental de la figura la restitución de la cosa dada en comodato, ello se infiere tácitamente del artículo 2271 del Código Civil y sostiene –citando a Segovia ver nota n°3 de fs. 1091 de dicha obra- que si se quisiera para completar la figura del comodato, dicho artículo podría agregarse la frase: “con cargo de devolución en el tiempo convenido”.

Sin perjuicio de lo expuesto, es dable advertir que fue la propia demandada quien reconoció  tal obligación en la audiencia celebrada el 11.11.97 ante el pedido de la sindicatura de Rotográfica Argentina S.A. s/ concurso (hoy en quiebra) quien admitió en diversas oportunidades que su parte (Llenas y Cía S.A.) tenía cuanto menos la obligación inexcusable de la inmediata devolución de todos los bienes, su desmonte, y colocación en el mismo lugar en que cada uno fue retirado, dejándolos en perfectas condiciones de funcionamiento (ver fs. 1128, 1089/1091, 1085/1088). Corresponde agregar asimismo que conforme resulta de la resolución de fs. 1160 de los autos: “Rotrográfica Argentina S.A. s/quiebra” que la restitución de los bienes que dio cuenta el acta de fs. 1137 fue incumplida por lo que posteriormente el Señor Oficial de Justicia Ad- Hoc comprobó la efectiva existencia de bienes de Rotográfica Argentina SA. en el domicilio de Llenas y Cía S.A. por lo que se procedió a trabar embargo sobre los mismos  y se designó en carácter de depositario judicial a Adriana Chapetti y Marcelo Zalazar (ver mandamiento de constatación, embargo, y secuestro de documentación de fs. 1234/1237 de los autos venidos ad effectum videndi).

Acreditada, pues, la obligación de la demandada de restituir los bienes de propiedad de la actora, su reconocimiento por parte de aquélla y su posterior incumplimiento, unido a la falta de presentación de la rendición de cuentas a la cual también se obligó (ver contrato de fs. 2283 de estos autos), cabe concluir que existió por parte de la demandada una actitud susceptible de ser considerada como una de las conductas básicas  enunciadas por la ley de concursos en su artículo 173. 

Es que dicha normativa describe una seria de acciones productoras de la insolvencia  así como también actos tendientes a disminuir la responsabilidad patrimonial del deudor entre las que se encuentran la de producir, facilitar, permitir, agravar o prolongar la insolvencia del deudor (ver en este sentido: Junyent Bas, Francisco; Molina Sandoval, Carlos; Responsabilidad de terceros en la quiebra;  JA 2001-IV-1091).

En el sub lite corresponde señalar que existió un agravamiento de la situación de insolvencia de la aquí actora. Así cabe considerarlo, pues dicha tipificación supone un previo estado de insolvencia (véase que Rotográfica Argentina S.A. se encontraba en cesación de pagos antes de haber suscripto el convenio de gestión con Llenas y Cía S.A. el 29.05.97- ver fs. 1606 de los autos de la quiebra), y fue la posterior rescisión de dicho contrato por parte de la demandada con la falta de devolución de los bienes a favor de la actora a fin de que cumpla con el giro de sus negocios y la omisión de rendir cuentas de gestión en su carácter de administradora de bienes ajenos que acrecentó dicho estado de insolvencia.

V-De acuerdo con lo expuesto precedentemente, resta analizar el agravio de la demandada, quien cuestionó lo resuelto por el a quo en el sentido de que tal obrar debe ser calificado como doloso.

 Al respecto cabe señalar que si bien las acciones de responsabilidad fueron incorporadas por ley 19.551 y en ella los factores de atribución subjetivos eran el dolo o la infracción a normas inderogables de la ley que llevó a parte de la doctrina a entender que ambas cosas no eran lo mismo, asimilando este último concepto al de culpa grave (cfr. CAMARA, Héctor, -actualizado por Ernesto Martorell-, “El Concurso Preventivo y la quiebra- Comentario a la ley 24.522 y sus modificatorias”, Tomo IV, Ed. Lexis Nexis, Bs.As., 2007, pág. 337 y sus notas); la ley 24.522 (modificatoria de la anterior) definió al dolo como único factor de atribución subjetivo, dentro de un limitado elenco de conductas punibles. En consecuencia, el juzgamiento de la conducta a la luz de los parámetros de la ley de sociedades se verá condicionado por este único factor de atribución subjetivo.

  Desde esta perspectiva, en principio, ha de entenderse el dolo como cualquier acto o complejo de actos que impliquen una disposición patrimonial, cumplidos por las personas designadas para la administración de la sociedad, con abuso de los poderes o violación de los deberes  inherentes a su calidad, con la intención de conseguir para sí o para otro un injusto provecho, con daño a la sociedad y a los acreedores (cfr. NUVOLONE, V, Il dirittio penale del fallimento citado por BERGEL, María Salvador en “Responsabilidad de terceros en la quiebra”, JA 1981-I-742).

Es decir, según nuestro ordenamiento, el dolo perseguido –ante una previsión concursal específica- debe, como pauta, entenderse en el sentido del derecho civil (ejecución de la conducta reprochada en el art. 173 de la ley 24.522) a sabiendas y con la intención de dañar la persona o los derechos del otro (cfr.art. 1072), ya fuera éste el propio fallido o sus acreedores (cfr. ROUILLON, Adolfo A, “Régimen de Concursos y Quiebras, Ed. Astrea, Bs.As., pág. 282, CÁMARA, Héctor, ob.cit., pág. 338, VASALLO, GERARDO, La acción de responsabilidad en la nueva ley de concursos y quiebras,  JA 1996-III-954, esta Sala en “Bradex S.A. s/ quiebra s/ acción de responsabilidad promovida por la sindicatura contra el Arriero S.A.”, del 22.05.09, íd. “Lescano, Norberto y otros c/ Zurdo, Luis Alberto s/ ordinario”, del 24.06.05; íd. “Madis S.A. s/ quiebra c/ Zegarelli, Jorge s/ ordinario”, del 20.05.02; CNCom., Sala A, “P.N.J s/ quiebra c/ O.A.F.”, del 12.03.08, cfr.CNCom., Sala C, “Off California S.R.L. s/ quiebra c/ Dercye, Olga y otros”, del 01.03.05).

Ahora bien, sin perjuicio del carácter restrictivo con que debe apreciarse dicho factor de atribución antes señalado, lo cierto es que las conductas aquí descriptas también resultan susceptibles de ser sancionadas con fundamento en un criterio más amplio sobre la figura del dolo, que abarque lo que se ha dado en llamar “dolo eventual”.  En casos como el sub lite en el que se intenta responsabilizar a una sociedad anónima en su carácter de gerenciadora de otra, el dolo al que alude la ley puede recobrar también dichas características; entendido éste como aquello que se obra con tal desaprensión y ligereza que omitiendo los recaudos más elementales de cuidado y prevención, el autor de esa conducta no puede dejar de representarse las consecuencias derivadas de sus actos. Ello así, máxime cuando la norma inherente no lo descarta (Fassi, Santiago y Gebhardt, Marcelo; Concursos y quiebras;  Ed. Astrea, 2004, pág. 450, id. CNCom., Sala A, “Ponce Nuri, Juan s/ quiebra c/ Ojeda, Alejandro s/ ordinario”, del 12.3.08; id. Sala B, “Transportes Perlen S.A. s/ quiebra c/ Perlen, Ernesto y otros s/ ordinario”, del 7.09.09; íd., Sala D, “Cresaltex S.R.L. s/ quiebra –acción de responsabilidad-, del 21.04.10 y Truffat, Daniel; La acción concursal de responsabilidad y los directores abandónicos o groseramente irresponsables. Posibilidad del dolo eventual como factor de atribución, en la obra colectiva; La responsabilidad de los administradores en las sociedades y los concursos; Instituto Argentino de Derecho Comercial, Bs.As., 2009, pág. 429 y ss.).

En el sub lite es dable advertir que la conducta de Llenas y Cía S.A. quien pese a las intimaciones recibidas por el juez de la quiebra de Rotográfica Argentina S.A. y los requerimientos efectuados por el síndico a que restituya los bienes de propiedad de esta última y rinda cuenta de la gestión (ver fs.1085/1086 1089/1091 y 1160); persistió en su obrar -pese a haberse comprometido a efectuarlas (ver fs. 1135), no puede ser asimilada a un obrar culposo o negligente de la demandada. Existió, pues, un obrar fraudulento en tanto a ésta se le representó y consintió la disminución que ocasionó en la capacidad patrimonial de la sociedad fallida.  Máxime si se tiene en cuenta que la demandada en su carácter de comerciante, esto es con alto grado de especialización, debe obrar con mayor prudencia y pleno conocimiento de las cosas (cfr.arts. 512, 902 y 909 del Código Civil).

Véase, además, de acuerdo con lo informado por el síndico al realizar la constatación en estas actuaciones de los bienes existentes en la planta fabril de la hoy fallida que: “…gran parte de la maquinaria allí ubicada se encontraba desconectada, con piezas faltantes, con altísimo grado de obsolescencia y en algunos casos mostrando adulteraciones notables, que a criterio de los profesionales que acompañaron a este sindicatura, habían sido realizadas a los efectos de confundir a quienes pretendieran su identificación…” (ver fs. 283). Esto es, existió una actitud intencional en ocultar, y privar a la actora de sus bienes y del conocimiento de su situación financiera a través de la omisión en rendir cuentas de su gestión que agravó su situación de insolvencia. 

Por lo expuesto, y demás consideraciones efectuadas por la Sra. Fiscal en su dictamen en lo pertinente, en tanto la conducta de la demandada tuvo todos los elementos que a tal efecto exige el artículo 173 de la ley de concursos para responsabilizar a los administradores o gestores de negocios de la fallida, corresponde desestimar la apelación.

VI- Por ello, corresponde confirmar la sentencia apelada. Con costas de alzada a la demandada en su calidad de vencida (cfr. art. 68 del Código Procesal).

El Señor Juez de Cámara Doctor Angel O. Sala dice:

Comparto los fundamentos vertidos por el Señor Juez preopinante por lo que adhiero a la solución por él propiciada. Voto, en consecuencia, en igual sentido.

Por análogas razones el Señor Juez de Cámara Doctor Miguel F. Bargalló adhiere al voto que antecede.

              Con lo que termina este Acuerdo, que firman los Señores Jueces de Cámara doctores Miguel F. Bargalló. Ángel O. Sala y Bindo B. Caviglione Fraga. Ante mí: Sebastián I. Sánchez Cannavó. Es copia fiel del original que corre en fs…………………………… del libro n°31 de Acuerdos Comerciales, Sala E.

                   SEBASTIÁN SÁNCHEZ CANNAVÓ

  Secretario de Cámara

Buenos Aires, 13 de abril de 2011.




Y VISTOS:

 Por los fundamentos del acuerdo precedente, se resuelve: confirmar la sentencia apelada. Con costas de alzada a la demandada en su calidad de vencida (cfr. art. 68 del Código Procesal). Notifíquese a las partes por cédula a confeccionarse por secretaría.

                 MIGUEL F. BARGALLÓ

ÁNGEL O. SALA

                                    BINDO B. CAVIGLIONE FRAGA

                  SEBASTIÁN SÁNCHEZ CANNAVÓ

Secretario de Cámara

